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Corresponde desatar el recurso de apelación interpuesto por el defensor de LEONARDO SANTOS RAMÍREZ contra el auto adiado marzo veintinueve (29) de  dos mil cinco proferido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, mediante el cual se le negó a su patrocinado la libertad provisional. 

1.- PRECEDENTES 

1.1. Se dice en autos que el señor SANTOS RAMÍREZ, en compañía de otros dos individuos encapuchados, dio muerte a YESENIA SÁNCHEZ SERNA, EDISON ANTONIO ZAMORA LONDOÑO y PABLO ANDRÉS CUERVO. 

1.2. La Fiscalía Dieciocho Seccional de Pereira, mediante resolución de agosto cuatro (4) de 2004, encontró mérito suficiente para proferir resolución de acusación por el delito de Homicidio en concurso homogéneo. Esta decisión fue confirmada íntegramente por la Fiscalía Uno Delegada ante este Tribunal. 

1.3. La resolución de acusación cobró ejecutoria el día diecisiete (17) de septiembre de 2004.  
1.4. El conocimiento del tópico correspondió al Juzgado Tercero Penal del Circuito, despacho que celebró audiencia preparatoria el día veintiocho (28) de octubre de 2004; en la citada diligencia se decretaron varias pruebas testimoniales que debían ser practicadas en la audiencia pública y un reconocimiento en fila de personas que se realizaría antes de la vista pública. 

1.5. Ya, por auto de febrero ocho (8) de 2005 se citó para audiencia pública, la cual tuvo lugar el día dos (2) de marzo de 2005. Se recibieron las declaraciones de WILMER PINZÓN VÉLEZ y FLOR MARÍA GONZÁLEZ VELÁSQUEZ. Como los demás testigos no asistieron y no se había allegado todavía el resultado de una misión de trabajo solicitada al C.T.I., el defensor solicitó la suspensión de la diligencia, situación que fue aceptada por la señora Juez.      

1.6. El día veintiocho (28) de marzo de 2005 el defensor allegó un escrito solicitando la libertad provisional de su representado, al haberse superado el término de seis (6) meses de que habla el artículo 365 de la ley 600 de 2000. Citó el contenido de la sentencia C-846 de 1999 en la que se dejó claro que si cumplidos seis (6) meses después de la ejecutoria de la resolución de acusación no se había culminado la audiencia pública, era perentoria la libertad del procesado; aquí, a su juicio, se configura dicha situación. 

1.7. La señora Juez despachó desfavorablemente el pedimento porque en la debida oportunidad se fijó la fecha para la realización de la audiencia pública, y si bien se decretó su suspensión, ello obedeció a la petición que hiciera el señor defensor. Entonces, la tardanza, lejos de obedecer a factores imputables solamente a la judicatura, es consecuencia lógica de la petición de quien ahora reclama la libertad. El despacho desde el primer momento ha tratado en lo posible por dar cumplimiento a lo previsto en la ley. La jurisprudencia citada no tiene aplicación porque la situación fáctica aquí deviene disímil.  
1.8. El señor defensor presenta recurso de apelación, del cual se puede extractar: 1) No puede ser atribuible a la defensa la suspensión de la audiencia, pues las pruebas que no se pudieron practicar fueron solicitadas y decretadas desde la audiencia preparatoria; 2) No existe intención de dilatar los términos, simplemente se ha ejercicio el derecho de defensa; no podía renunciar a las pruebas relativas a la inocencia de su representado; 3) Las fallas en la administración de justicia no pueden ir en detrimento de los procesados; la demora injustificada del C.T.I para allegar la misión de trabajo es causa directa de la postergación de la audiencia. 4) Ni el Juzgado ni la defensa son responsables de la vulneración de los términos.

2.- Para resolver, SE CONSIDERA 

En esta ocasión, debe la Sala determinar si el señor SANTOS RAMÍREZ tiene derecho a la libertad provisional por vencimiento de términos. El señor defensor recurrente para lograr la excarcelación se ha aferrado al contenido de la sentencia C-846 de 1999, mediante la cual la Corte Constitucional condicionó el contenido del hoy artículo 365.5 del Código de Procedimiento Penal.   

Sobre esta misma polémica ha dicho la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia: 

De conformidad con la sentencia C-846 del 27 de octubre de 1999, que declaró exequible de manera condicionada el segundo inciso del numeral 5° del artículo 415 del Código de Procedimiento Penal derogado, precedente y equivalente del precepto que hoy rige, no es factible recuperar la libertad provisional por el paso objetivo o físico de los días en el calendario, sino que se deben valorar dos tipos de circunstancias:

Descartar que la no realización de la audiencia o la imposibilidad de reanudarla, obedezca a causas dilatorias atribuibles al sindicado o a su defensor; pues la interferencia negativa de tal naturaleza impide la concesión de la libertad provisional.

Verificar la existencia de causas razonables y justas que autoricen la suspensión de la audiencia pública; caso en el cual, si por su influjo se vencen los seis meses sin que pueda culminar, tampoco será factible conceder la libertad provisional.

Si bien es cierto, que en las consideraciones de aquel fallo la Corte Constitucional expresó: "ha de entenderse que la iniciación de la audiencia pública, no interrumpe el término establecido en el primer inciso del numeral 5º del artículo 415 del C.P.P. para acceder a la libertad provisional", también lo es que señaló lo siguiente: 

"Claro está, que lo anterior no significa, como ya se mencionó, que la audiencia pública jamás pueda suspenderse; supone, eso sí, que la interrupción del curso normal de esta etapa del juicio debe ser excepcional, por el tiempo mínimo que las circunstancias lo requieran, y, bajo ningún supuesto, puede fundarse en criterios arbitrarios, ni en la indebida actuación del juez o de quienes intervienen en el proceso. En otras palabras, la suspensión tiene que estar plenamente justificada"

…

"De igual forma, la exequibilidad del aparte analizado, también debe estar condicionada al entendido de que la causal por la cual se ordena la suspensión de la audiencia ha de ser razonable, estar plenamente justificada y el término de duración debe ser el mínimo que las circunstancias lo ameriten". 

Ha insistido la jurisprudencia de la Corte Constitucional en que no existe una prohibición absoluta de suspender la audiencia pública, o en otros términos, que existen motivos que podrían justificar que la audiencia pública no culmine dentro de los seis meses siguientes a la ejecutoria de la resolución de acusación, siempre y cuando las causas y el término en que ello ocurra sean proporcionales y razonables.

Con estos razonamientos, que se acogen plenamente por respeto al precedente, habrá de revocarse el auto revisado para en su lugar conceder la libertad provisional invocada. Las razones concretas son las siguientes:

De entrada debemos decir que el plazo de seis (6) meses situado para la culminación de la audiencia pública venció el día diecisiete (17) de marzo de 2005, habida cuenta que fue el diecisiete (17) de septiembre el día en el que quedó ejecutoriada la resolución de acusación.
  

Ahora, como claramente lo han referido la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia, el paso de los seis (6) meses no es por sí solo causal de libertad, pues además debe carecer el proceso de cualquier comportamiento dilatorio atribuible a la defensa y de fundamentos razonables que justifiquen la postergación de los términos, situaciones éstas que en el sub examine no se estructuran; veamos:    

Definitivamente le asiste razón al acucioso defensor cuando platea que ni él, ni su representado, han sido los responsables de la postergación de la audiencia pública. En efecto, las pruebas que no se pudieron realizar el dos (2) de marzo de 2005, día en el que se inició la audiencia pública, si bien fueron solicitadas por la defensa, ello ocurrió desde la audiencia preparatoria, que acaeció el veintiocho (28) de octubre de 2004. No podemos decir por tanto -como lo sugiere la a quo- que fue el abogado el causante de la suspensión de la audiencia; sencillamente los deponentes no asistieron y el C.T.I se demoró en responder a una misión de trabajo, situaciones completamente ajenas a la voluntad del letrado. 

Asimismo, en el trasfondo existe algo que impide predicar la existencia de una causal justa de prolongación de términos, habida cuenta que el Juzgado sólo hasta el mes de febrero de 2005 convocó para la audiencia pública, es decir, transcurrieron cinco (5) meses para que se citara a los testigos, lapso significativo y exagerado. 

En ese sentido, esta Colegiatura encuentra que la libertad como valor primordial debe primar, porque aunque la suspensión de la audiencia superando el tope de los seis (6) meses devino para lograr la práctica de pruebas relevantes, dicha anomalía no se habría presentado de haberse iniciado prontamente la vista pública. Existe pues un elemento que impide hablar de razonabilidad en la demora. 

La Sala entiende la preocupación del Juzgado y la insistencia del defensor en la práctica de un reconocimiento en fila de personas con el testigo LEONARDO FABIO MARÍN GONZÁLEZ, quien en varias oportunidades se negó a comparecer y por ello seguramente se dilataron los términos, sin embargo, también comprende que esa prueba para nada impedía la iniciación de la vista. 

De acuerdo con la petición elevada por el recurrente, la Sala se abstendrá de imponer una caución prendaria en la medida que estamos frente a un hombre de escasos recursos económicos y cuyo nivel productivo seguramente se ha reducido ostensiblemente por razón de su privación de la libertad. 

De esta manera, quedan sentadas las razones que llevan a la Sala a revocar la decisión apelada. 

3.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, REVOCA la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito, en consecuencia, se le concede al señor LEONARDO SANTOS RESTREPO la libertad provisional, previa la suscripción del acta de compromiso respectiva. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                 
VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LOPEZ

Secretaria de la Sala
� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Auto de diciembre 16 de 2003. M.P. Edgar Lombana Trujillo. Proceso 17089


� Folio 235. 
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